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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gabriel Pais. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Ruben Obispo, Ronald Pais, Iván Posada y Víctor 
Rossi. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Economía y Finanzas, Directora General de Comercio, economista 
Fanny Trilesinsky y doctora Eva Holz, asesora del señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gabriel Pais).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la Directora General de Comercio del Ministerio de 
Economía y Finanzas, economista Fanny Trilesinsky, y a la doctora Eva Holz, en su calidad de asesora 
del señor Ministro de Economía y Finanzas. 


Como ustedes saben, estamos concluyendo con la redacción de un proyecto de ley referido a defensa de la 
competencia y nos resulta de interés escuchar vuestros comentarios sobre el particular. 


SEÑORA TRILESINSKY.- Agradezco la oportunidad de poder intercambiar opiniones con los 
miembros de la Comisión sobre el proyecto de ley en discusión. 


Me produce una gran alegría que una ley recoja todas las normas sobre el tema; me parece muy positivo que 
tengamos una legislación única en este sentido, como sucede en otros países. Sin embargo, hay algunos 
aspectos del proyecto que se está discutiendo, que hemos analizado en la Dirección, que nos generan algunas 
inquietudes y queremos compartirlas con ustedes. 


Quizás por un problema de desviación profesional, quisiera enmarcar esta temática en un contexto 
económico un poco más amplio: ¿por qué legislar sobre la competencia? El objetivo que los economistas 
siempre decimos que tenemos, es maximizar el bienestar de la población. En realidad, creo que ese es el 


objetivo que tenemos todos quienes estamos aquí presentes, no solo los economistas. Pero para los 
economistas, la maximización del beneficio de las personas o el bienestar de los consumidores, se produce 
cuando las empresas pueden vender a precios tales que cubren los denominados costos marginales, o sea, los 
costos de producir la última unidad. ¿Qué dice la teoría económica al respecto? Que en la medida en que los 
consumidores paguen por los bienes que compran lo equivalente a lo que cuesta producir la última unidad, se 
va a estar logrando la eficiencia económica. El problema que tiene esto es que para lograr que las empresas 
puedan vender al costo marginal, se tiene que dar la competencia perfecta, o sea, una forma de mercados que 
no está demasiado presente en la realidad. Si se quiere, a esta altura para muchos es simplemente una 
abstracción teórica; y los economistas las hacemos muchas veces para demostrar determinada situación. 
Luego, en la práctica, vemos cuáles son las restricciones que tiene esa situación teórica y por qué no se puede 
dar lo que dice la teoría. 


¿Qué debería procurar una legislación sobre la competencia? Aplicarse sobre empresas que han incurrido en 
prácticas que, de alguna manera, determinen que se aleje esta situación de bienestar. Hay dos pilares básicos 
respecto a una ley sobre la competencia: uno de ellos es el objetivo "ex ante", disuasorio. Si la legislación 
está bien planteada, propende a disuadir a las empresas de incurrir en determinadas conductas. El otro pilar es 
el objetivo "ex post": detectar y sancionar aquellas prácticas que, de alguna manera, nos alejen de esta 
situación de bienestar. 


Ahora bien: muchas veces la competencia perfecta se asocia -todos aquellos que hayan hecho hasta el más 
elemental curso de economía lo deben hacer visto- al concepto de atomicidad, que tiene que haber muchas 
empresas operando en los mercados. Sin embargo, lo que se ha visto en la realidad es que no necesariamente 
la cantidad asegura los resultados, porque en la realidad hay ciertos factores que atentan contra eso. 
Claramente, hay dos factores que atentan contra el hecho de suponer que muchas empresas van a garantizar 
la eficiencia. Uno, es la tecnología; en la medida en que existen ciertas actividades en las cuales los costos 
fijos son muy elevados, no se puede pensar que tener muchas empresas operando, resulta eficiente para la 
sociedad. Voy a dar un ejemplo, que es casi una obviedad, relativo a la trasmisión de electricidad. A nadie se 
le ocurriría tener un cable de alta tensión, que va del generador al consumidor, provisto por una empresa y 
poner un cable al lado provisto por otra; sería algo sin sentido. Eso es lo que normalmente se conoce con el 
nombre de "monopolios naturales”. 


Otro elemento que muchas veces determina que la multiplicidad de empresas no sea garantía de eficiencia 
tiene que ver con la escala del mercado. Cuando el mercado es muy chico, no es eficiente si hay muchas 
empresas produciendo. 


El otro factor tiene que ver con la inversión en investigación y desarrollo. Cuando las empresas invierten en 
estos conceptos, normalmente lo hacen por sumas muy importantes y, muchas veces, a cambio de esas 
inversiones, exigen algún período de restricciones a la competencia. Creo que el caso más claro es el de la 
industria farmacéutica. 


Todos estos elementos nos llevan a ser muy cuidadosos y a tenerlos en cuenta cuando estamos elaborando 
una normativa sobre este tema. 


Hay otras razones por las cuales las empresas pueden tener conductas que "prima facie" -tomo prestada una 
expresión de los abogados- puedan ser consideradas anticompetitivas y que, sin embargo, en realidad no lo 
son, porque lo que están haciendo es buscar la eficiencia. 


En este sentido, por lo general, se mencionan tres elementos muy importantes de la realidad: las asimetrías de 
información que tienen los distintos agentes, la incertidumbre y los costos de transacción. Estos tres 

elementos -de los cuales solo voy a poner un ejemplo ilustrativo, para no aburrirlos- son factores que muchas 
veces hacen que las empresas tengan conductas que podrían ser juzgadas como anticompetitivas, y no lo son. 


Voy a referirme a la asimetría de información. Creo que todos sabemos y es bastante claro que no todos los 
agentes en el mercado tienen la misma información; el caso extremo es el del sector financiero. El 
intercambio de información entre los agentes -por ejemplo, sobre las condiciones de la demanda- podría 
contribuir a que las empresas fueran más eficientes y produjeran de acuerdo al mercado que tienen. Entonces, 
tal vez no debería ser considerada como una práctica anticompetitiva. 


La incertidumbre puede llevar a coordinar acciones con los competidores. Esto también podría ser 
interpretado como una conducta anticompetitiva; sin embargo, simplemente se trata de arrojar luz sobre 
partes del mercado que no se conocen. 


Respecto a los costos de transacción, algunas veces las empresas, para invertir, realizan contratos con otras 
empresas, que también pueden tener esta particularidad. Por ejemplo, una empresa quiere realizar una 
inversión muy importante en la producción de un producto, pero necesita tener garantizada su distribución; 
para ello, hace un acuerdo con una empresa que distribuya el producto lo que, eventualmente, también podría 
entrar en estas condiciones. 


Entonces, estos son otros elementos que muchas veces hay que tener en cuenta. 


Si bajamos de esta presentación, que es un poco teórica y abstracta, a la realidad uruguaya ¿cuál es el 
problema que tenemos en nuestro país? Si analizamos el mercado de los principales productos industriales, 
veremos que, prácticamente, es oligopólico, con muy pocos actores. ¿Por qué? Porque la escala del mercado 
es muy pequeña; ergo, no amerita una inversión. Para muchas actividades el problema es que sus costos fijos 
y el nivel del mercado, hacen que la inversión no sea rentable. 


¿Necesariamente la escala pequeña del mercado nos lleva a los monopolios? N* ¿Cuál es el remedio para 
esta situación? La apertura de la economía. Al interior de la economía podrá ser eficiente tener pocas 
empresas produciendo, pero ellas tienen que saber que existe la posibilidad de importar los productos que 
producen. Esta es una forma de regular los precios y de hacer que las empresas no puedan alejarse mucho de 
lo que sería el bienestar. Creo que este tema no debo analizarlo mucho, porque tenemos una larga experiencia 
al respecto. 


Me parece que tampoco tengo que referirme a la incertidumbre en Uruguay porque, en nuestro caso, para los 
distintos agentes económicos es un concepto abstracto, quizás potenciado. 


Otro aspecto con el que hay que tener mucho cuidado en nuestro país es la histórica baja tasa de inversión 
que tenemos. No vamos a discutir aquí la necesidad y la importancia de la inversión para el crecimiento 
económico, como condición necesaria del crecimiento. Entonces, hay que tener mucho cuidado de que las 
normas no atenten contra la inversión. 


Estos eran algunos aspectos que quería señalar. 


La legislación que tenemos actualmente -sin lugar a dudas, ustedes la conocen mejor que yo- prevé los 
acuerdos y prácticas concertadas entre los agentes económicos, las decisiones de empresas y el abuso de 
posición dominante que tenga como resultado afectar el interés general y caer en prácticas anticompetitivas. 


Como decía al principio, es cierto que la legislación sobre este tema -que figura en un par de leyes y en algún 
decreto- está bastante dispersa; no obstante, se ha venido aplicando desde su aprobación. La autoridad de 
aplicación tiene facultades y cometidos que no han presentado mayores dificultades; tiene amplias facultades 
de investigación y de fiscalización; tiene facultades para solicitar las medidas cautelares que considere 
convenientes; tiene la facultad de imponer sanciones que van desde el apercibimiento hasta las multas, 
pasando por toda la escala. Los procedimientos se pueden iniciar de oficio o por denuncia. Es decir que la 
legislación no carece de vacíos importantes en ese sentido. El procedimiento veló por el principio de igualdad 
entre las partes, respetando la confidencialidad de los datos y de las informaciones que se suministren, y 
exigiendo que quien promueva una denuncia resulte perjudicado en su interés. 


En la Dirección tenemos una experiencia de actuación en varias áreas. Ha habido varias empresas 
denunciadas; ustedes deben conocer varios casos: laboratorios, supermercados, empresas de software, de 
publicidad, etcétera. Se han presentados denuncias en forma verbal y escrita, se habilitó el Centro de 
Arbitraje y se participó en algunos cursos de capacitación. Es bastante claro que si hay algo que falta es una 
difusión mucho más amplia de la normativa y una capacitación mucho mayor de todos los agentes 
involucrados; esto es bastante obvio. 


Con relación al proyecto a consideración de la Comisión, me parece que deberíamos reflexionar sobre 
algunos temas 


Tengo una observación de concepción con respecto a la primera parte de la iniciativa, es decir, 
"Disposiciones Generales. 


Me voy a remitir a un documento que creo que ustedes tienen y que nos fue presentado por el señor De León 
-con quien nos entrevistamos e intercambiamos ideas sobre esto- cuando estuvo en su visita a Montevideo. 
Dice así: [...] "la estructura normativa debe partir de la premisa de que toda conducta en el mercado es 
expresión de la libertad de comercio o libertad económica de los actores económicos, y que solamente 
pueden ser sancionadas aquellas prácticas que restrinjan la rivalidad empresarial sin que existan eficiencias 
económicas que las justifiquen, lo cual solamente será posible establecer luego de una averiguación 
administrativa. En otras palabras, que las conductas de los actores gocen de la presunción de inocencia para 
ser desarrolladas sin trabas u obstáculos.- Adicionalmente, sería indeseable incorporar un régimen de 
restricción que, partiendo de una prohibición general a todas las conductas de los agentes que supongan algún 
grado de coordinación, seguidamente autorice aquellas que comporten eficiencias. Esto supondría someter a 
un proceso de revisión previa virtualmente todas las conductas imaginables en el mundo del comercio. En 
este sentido, este régimen, adoptado en seguimiento al modelo europeo, está siendo fuertemente cuestionado, 
incluso en la propia Unión Europea". 


En el análisis que hemos estado haciendo coincidimos con el enfoque del señor De León en el sentido de que 
el proyecto a estudio tiene este problema de enfoque. ¿Dónde vemos esto? En el artículo 4%, donde se hace 
una enumeración de prácticas prohibidas, sobre las cuales se puede entrar más en detalle, y su no referencia 
al artículo 2”. 


En la enumeración de las conductas prohibidas es donde tenemos el problema de que no necesariamente estas 
conductas que aparecen como prohibidas tienen por objeto limitar la competencia, y muchas de ellas de 
alguna manera fueron nombradas como casos en los que las empresas pueden incurrir en ellas como forma de 
mejorar la eficiencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esto se solucionaría ligando el artículo 4 con el 2”? 


SEÑORA HOLZ.- Reiteramos la absoluta convicción de que el proyecto de ley que se está manejando 
es muy útil y estamos aquí para colaborar en una redacción que logre el efecto que todos deseamos, 
que es favorecer las condiciones de competencia, estableciendo reglas claras y acordes a las normas 
generales en esa materia. 


Ahora bien: creo que lo que la economista Trilesinsky está señalando es que las conductas establecidas en el 
artículo 4” -que hace una enumeración y establece una serie de prohibiciones-, no están vinculadas a texto 
expreso con las conductas prohibidas estipuladas en el artículo 2*. Quiere decir que así como el 

inciso segundo del artículo 2 dice que están prohibidas las prácticas que tengan como efecto u objeto una 
serie de conductas, la técnica legislativa que todos los países han seguido en esta materia y que, obviamente, 
es el propósito del proyecto de ley, es inmediatamente -y esa es la finalidad del artículo 4*- enunciar a vía de 
ejemplo una serie de actos que se prohíben en tanto coliden precisamente con la libre competencia y están en 
las prohibiciones generales establecidas como concepto en lo que hoy es el artículo 2”. Y esa vinculación 
entre las dos normas no está, con lo cual el artículo 4” es muchísimo más amplio que el concepto general del 
artículo 2”. Por lo tanto, puedo tener actos prohibidos que no producen ninguna contradicción con la libre 
competencia, porque la finalidad de que estén dañando la competencia no está asociada en el artículo 4”. 


SEÑORA TRILESINSKY.- Acá hay dos temas. Con respecto al artículo 3 me preocupa la 
enumeración de las conductas. En el artículo 2” me preocupan ciertos conceptos que no son precisos. 
Obviamente, no tengo nada que decir del inciso primero, pero en el segundo, en general se dice 
"amenacen producir", "obstaculizar" y "distorsionar". En una parte sustancial de cualquier sector de 
mercado todas esas expresiones me preocupan por lo poco preciso que resultan. ¿Quién va a juzgar 
que algo amenaza? Es un concepto bastante subjetivo. El inciso tercero dice: "La conquista del 
mercado", lo que también resulta un concepto poco preciso porque, ¿qué quiere decir la conquista del 
mercado? Me resulta muy complicado, en un mundo tan dinámico, incorporar conceptos con tan poca 
precisión que, por un lado, van a tener el problema de la discrecionalidad en su interpretación y, en 
segundo término, hay que tener cuidado porque pueden cambiar. 


Otro concepto económico bastante difícil de cuantificar aparece más adelante, en el artículo 6%, y es "Poder 
de mercado". 


Esto está ligado a los temas conceptuales. 


SEÑORA HOLZ.- También está incluido el poder de mercado dentro de la definición general del 
artículo 1”. 


SEÑORA TRILESINSKY.- ¿Qué es para los economistas el poder de mercado? ¿Cómo lo medimos? 
¿Qué quiere decir conceptualmente el poder de mercado? 


Estuve consultando en los manuales de economía industrial qué es el poder de mercado. Quizás cada uno de 
nosotros acá pueda tener un concepto diferente, pero si lo ponemos en una ley, ¿qué es el poder de mercado? 
¿De qué depende el poder de mercado que tenga una empresa? Va a depender de la elasticidad, precio y de la 
demanda de su producto; va a depender de la cuota parte del mercado que tenga; va a depender de la 
elasticidad oferta del margen competitivo. El órgano de aplicación, ¿va a tener información como para poder 
cuantificar lo que es el poder de mercado? 


Estoy marcando algunos puntos; no estamos haciendo un análisis. No era mi objetivo hoy hacer un análisis 
artículo por artículo en forma detallada, aunque si les interesa lo podemos hacer en otra oportunidad. Lo que 
hicimos fue marcar dentro de estos problemas conceptuales generales cuáles eran los que nos llevaban a 
hacer estos cuestionamientos 


La impresión que tengo es que hay una penalización muy fuerte "a priori" de una serie de conductas que no 
necesariamente tienen el fin que se persigue reprimir o evitar. Eso se enmarca en un contexto donde hay 
bastantes problemas conceptuales con los términos que se están empleando. Ello me hace querer volver sobre 
esta primera parte de disposiciones generales en forma muy detallada. 


SEÑORA HOLZ.- También me voy a limitar en este momento a realizar consideraciones sobre esta 
primera parte, más conceptual, de los impactos económicos. Es verdad que este proyecto de ley tiene 
una estructura similar a la de la mayor cantidad de normas vigentes en la materia en el derecho 
comparado. Recoge la estructura y el enfoque en ese sentido. 


Ahora, para realizar un análisis más preciso de este proyecto tenemos que tener presente, en primer lugar, los 
antecedentes de los países más cercanos, que tienen normas y prácticas en la aplicación de estas 
disposiciones de defensa de la competencia, en algunos casos, desde hace varios años, como son Argentina y 
Brasil; en segundo término, las normas del MERCOSUR, en particular, el Protocolo de Fortaleza; y, en tercer 
lugar, otras normas, en particular de América Latina, que son las influencias si se quiere más cercanas para 
este proyecto de ley. 


Desde ese punto de vista, encontramos que hay algunos aspectos que generan alguna ambigiedad. Por 
ejemplo, ya señalábamos una cierta falta de coordinación entre el artículo 3* y el 1%, que es distinta que la que 
surge de la enorme mayoría de las normas y, en particular, las de nuestros países vecinos y del propio 
Protocolo de Fortaleza, que ha sido también signado por Uruguay y que se va internalizar en los próximos 
tiempos como norma interna para cada uno de los países firmantes del Tratado de Asunción. Entonces, esa 
distorsión existe. 


Por otra parte, aquí vimos introducido el concepto de poder de mercado. No es común, no es una figura que 
tenga reiteración en las normas de derecho comparado, ni en el Protocolo de Fortaleza ni en las normas de 
nuestros países vecinos, por citar algunas. ¿Por qué se utiliza el concepto de poder de mercado? Como lo dice 
la exposición de motivos, se quiere sustituir la noción de abuso de posición dominante. Sin perjuicio de que 
es un tema opinable -por eso lo estamos planteando aquí como uno de los aspectos a reflexionar en forma 
conjunta- hay una realidad. ¿Cuál es la utilidad de que cierto concepto esté totalmente asumido en el derecho 
comparado? Que luego, la interpretación de las prácticas, el análisis de los casos, inclusive la utilización de 
jurisprudencia comparada para alimentar lo que pueden ser los primeros pasos que tengan que analizarse 
luego en forma local, van a partir de una amplia doctrina y de un concepto totalmente elaborado a lo largo de 
décadas y de jurisprudencia muy elaborada. Eso, entonces, facilita una aplicación menos fluctuante y más 


pacífica, que genera menos inseguridad para todos los inversores, para todos los agentes económicos y 
también facilita la labor para los miembros del Tribunal que se crearía según el proyecto, sin tener que buscar 
nuevos conceptos que no tienen antecedentes en todo el derecho. 


Entonces, otra reflexión importante es la introducción o no del concepto de abuso de posición dominante y su 
sustitución o no por el concepto de poder de mercado. 


Este proyecto de ley es el único que introduce -o al menos eso me permite afirmar la información que poseo- 
elementos del Tratado de Roma, es decir, de la legislación europea. Toda la legislación de los países 
latinoamericanos -y ni qué hablar de nuestros vecinos y del Protocolo de Fortaleza- parte del concepto y de la 
regulación de defensa de la competencia proveniente, más que nada, de los Estados Unidos de América, y no 
del modelo europeo que, como bien señalaba la economista Trilesinsky está, precisamente, muy en revisión. 
¿Por qué? Porque ha tenido dificultades en su aplicación práctica. Entonces, cabe preguntarse si es buena 
técnica legislativa, precisamente, introducir un elemento completamente extraño a lo que se usa en la 
mayoría de los países, cuál es importancia de estos elementos, y si nos acercamos o no a lo que es la práctica 
y la normativa de otros países con los que tenemos tráfico comercial fluido. Precisamente, genera mucho 
menos inseguridad a todos los agentes económicos, porque cuanto más símiles sean las legislaciones en la 
misma materia, más facilidad habrá para el tráfico comercial, para el intercambio y para las inversiones de un 
país al otro, sin tener barreras gratuitas, simplemente regulatorias, que podrían limarse sin dificultad. 
Entonces, esa es la finalidad, no la técnica legislativa como un bien abstracto, sino para evitar luego las 
dificultades de los operadores en los mercados. 


SEÑOR ROSSI.- Lamentablemente, me tengo que retirar. Había interpretado que la reunión estaba 
convocada a la hora 14 y fijé otro compromiso. Digo lamentablemente porque me interesan mucho las 
observaciones que nos están haciendo. Creo que son de enorme utilidad y tendría interés de 
intercambiar alguna opinión, pero luego leeré la versión taquigráfica y seguiremos trabajando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es probable que tengamos una nueva reunión, por lo que allí habrá ocasión 
para profundizar en el tema. 


SEÑORA TRILESINSKY.- El otro aspecto que también nos había preocupado se refiere al 
procedimiento para la investigación y sanción de prácticas prohibidas, que es el Capítulo II. 


Con total honestidad diré que en ese Capítulo hay algunos artículos que nos merecen algunas dudas 
importantes respecto al tratamiento que se le da a los distintos agentes involucrados en estas prácticas, en el 
sentido de que los distintos actores no parecen estar en un pie de igualdad. En ese sentido, se había estado 
discutiendo un proyecto previo, que supongo que lo trató esta misma Comisión, pero no sé si tenía la misma 
integración que ahora. El procedimiento que se preveía en aquel proyecto era mucho más acorde que el 
procedimiento consagrado actualmente, y sobre él no había reparos. En cambio, este introduce algunos temas 
que son bastante ríspidos. 


Debido a que estoy incursionando en campos no propios de la economía, le cedo la palabra a la doctora Eva 
Holz. 


SEÑORA HOLZ.- Haré un par de comentarios que tienen carácter general. 


Hay dos consideraciones básicas que deben ser señaladas. En primer lugar, -como bien señalaba la 
economista Trilesinsky- hay algunos problemas eventuales para compartir con ustedes, en relación con la 
igualdad de las partes ante los procedimientos administrativos. Esta igualdad procesal está consagrada 
constitucionalmente, lo cual hace que esto deba ser analizado con la especial seriedad que la importancia del 
concepto y de la norma merece. Ese es un primer aspecto. 


El segundo aspecto es que esta norma legal -que, por supuesto, es de igual rango que otras leyes- introduce 
excepciones a principios legales bastante significativos en nuestro ordenamiento jurídico, como ser la 
obligación de reserva profesional, que tiene consagración tanto en el Código General del Proceso como en el 
Código Penal. De alguna manera, puede entenderse que este proyecto de ley implica una derogación o una 
falta de coordinación con esas disposiciones legales. Esto va más allá del rango de la norma; quizás el tema a 


plantear aquí es la importancia que tienen, porque no se trata de cualquier norma legal cuando hablamos de 
protecciones de la reserva profesional y la obligación penal de mantener esa reserva profesional. Están muy 
imbuidas en la actividad económica en general y, desde luego, para todos los agentes e inversiones públicas y 
privadas es un aspecto muy fundamental. Estos principios están en juego en varias disposiciones, en relación 
a la obligación de informar de distintos entes, pero también, por ejemplo, en relación al derecho de reserva 
sobre el secreto comercial. Son otros aspectos en materia del procedimiento en los que creo vale la pena 
profundizar, si esta Comisión así lo entiende pertinente. 


SEÑORA TRILESINSKY.- Básicamente, son esos temas. Está el hecho de que no necesariamente hay 
que acreditar tener un interés particular en la investigación -eso nos merece algún tipo de reparo-; el 
hecho de que al evacuar la vista no es necesario mostrar la totalidad de las pruebas de que disponga la 
autoridad, o sea que la otra parte se estaría defendiendo contra algo que no conoce o que puede no 
conocer en su totalidad; también está el tema del secreto profesional al que se refería la doctora; hay 
restricciones a la posible conciliación, cuando actualmente se prevé que la conciliación se puede 
sustanciar en cualquier etapa de la investigación. Básicamente, esas son las normas de este Capítulo 
que nos merecen dudas importantes. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Haré una pregunta en lo referente a este tema de la conciliación. 
Parecería que la ley intenta tutelar intereses que van por encima de los intereses de las partes. 
Entonces, si hay comprometido un interés general que vaya más allá, parecería que abortar el 
procedimiento simplemente porque haya un acuerdo entre las partes, no resultaría lo mejor para los 
objetivos de la ley. 


SEÑORA TRILESINSKY.- El tercer capítulo es el que se refiere al control previo de fusiones. 
Básicamente, compartimos los comentarios que había hecho el señor De León en la comparecencia y en 
el documento que él entregó. Lo que en realidad nos preocupa muy seriamente son las consecuencias 
que esto podría llegar a tener sobre la inversión en el país. Me refiero a lo relativo al control previo de 
fusiones. Más bien nos inclinamos por que las fusiones sucedan y luego, si las conductas violan las 
normas que estamos estableciendo en el Capítulo I -las disposiciones generales-, entonces, allí sí, 
deberemos actuar. De lo contrario, temo que esto sea algo que restrinja seriamente la inversión en el 
país. Digo esto sin perjuicio de lo que está expresado, lo cual no voy a volver a leer porque los señores 
Diputados tienen el documento. 


SEÑORA HOLZ.- Es cierto que las formas de concentración a las que refiere este Capítulo están 
reguladas en la mayor parte de las legislaciones, en el mundo desarrollado en particular. También es 
cierto, por ejemplo, que en nuestros países vecinos estas son normas que muy tímidamente y luego de 
muchísimos años de aplicación de normas de defensa de la competencia, se van introduciendo. Tan es 
así que, por ejemplo, el Protocolo de Fortaleza sobre este tema no tiene una inclusión de este carácter; 
esta es una primera reflexión. 


Quizás sea útil debatir un poco en profundidad, ya que es un aspecto de política legislativa, y no solo en 
cuanto a cuál es el tenor de la norma. Los antecedentes muestran que las normas se van introduciendo no tan 
rápidamente; tampoco es una norma que nos va a ser internalizada en forma directa por el Protocolo de 
Fortaleza, lo cual permite un margen de libertad para reflexionar sobre si estamos en la mejor circunstancia o 
si es imperativo introducir en este momento, de inmediato, un control previo de estas operaciones. 


También es cierto que desde el punto de vista económico hay una realidad del mundo y es que las 
necesidades de escala y la internacionalización de los flujos de comercio han hecho cada vez más necesario 
que las empresas, de una u otra manera, adopten formas de actuar en conjunto. No todos culminan en 
procesos de fusión, pero muchos tienen acuerdos de distribución o de "joint venture", es decir, acuerdos de 
distinta naturaleza que unifican esfuerzos y disminuyen costos. 


SEÑORA TRILESINSKY.- Precisamente, la apertura de la economía es central en un caso como este, 
en el que no existen controles de fusiones; aunque también puede ser cierto que nos encontremos con 
que abrimos la economía y permitimos importar y tenemos del otro lado de la frontera la misma 
empresa monopólica. Eso también es así, pero no vamos a evitarlo con un control previo de fusiones. 


SEÑOR POSADA.- Nos ahorraríamos algunos problemas. 
SEÑORA TRILESINSKY.- Yo creo que no. 


SEÑORA HOLZ.- Únicamente, estamos tratando de reflexionar en forma conjunta. Por cierto, creo 
que este no es un tema en que, desde el punto de vista técnico, podamos aportar una opinión definitiva, 
sino plantear la complejidad del problema intentando enriquecer la discusión parlamentaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No recuerdo si Argentina o Brasil tienen control previo de las fusiones. 


SEÑORA HOLZ.- Ambos tienen control respecto a las fusiones y últimamente introdujeron -si no 
recuerdo mal- el control previo. 


SEÑORA TRILESINSKY.- De todas maneras, son economías que tienen una dimensión distinta a la 
uruguaya y tenemos que tenerlo en cuenta. Creo que con un control de este tipo podría, eventualmente, 
evitarse algún problema y surgirían otros. 


Sobre los otros capítulos no tengo observaciones, al menos en esta etapa. Supongo que los representantes del 
Ministerio sí. 


SEÑORA HOLZ.- Quiero formular una reflexión respecto del enorme desafío y responsabilidad que 
supone generar un tribunal con los cometidos, atribuciones y responsabilidades que este proyecto de 
ley le asigna. 


Por supuesto que en todos los países existen tribunales de aplicación, de carácter absolutamente técnico, 
integrados por miembros que acrediten idoneidad. Compartimos esta filosofía del proyecto. La reflexión es 
que debemos tener presente que la experiencia de un tribunal en esta materia se va construyendo a lo largo 
del tiempo. Desde ese punto de vista, cuanto más apartamiento haya de las normas y la experiencia de países 
vecinos o de experiencias claras que puedan ser tomadas como referencia, se genera no sólo incertidumbre 
sino dificultades para el tribunal y, de alguna manera, se fomentan una discrecionalidad o una fluctuación en 
los dictámenes del tribunal, que pueden resultar complejas. Por supuesto, todos somos conscientes de que una 
norma como esta, necesariamente, va a transitar un período de experiencia en la cual el tribunal deberá irse 
haciendo. Pero, además, este proyecto de ley está atribuyendo esa experiencia con conceptos muy amplios y 
a veces poco precisos, y con la introducción de algún elemento subjetivo como "la amenaza de" o "el poder 
de mercado" u otras definiciones que no tienen símiles en derecho comparado y que pueden generar 
fluctuación en los dictámenes administrativos, que pueden ser perjudiciales para la certeza en la aplicación de 
las normas para el inversor. Por otra parte, en general, los cometidos inspectivos en análisis y seguimiento de 
denuncias requieren una gama de colaboradores que también se irán formando con el transcurso del tiempo. 


Esta reflexión la formulo a los efectos de que todos nos planteemos hasta qué punto no podríamos dejar como 
norma transitoria que la competencia la siga desarrollando la Dirección de Comercio -en la medida en que ya 
hay una tradición y una experiencia administrativa, un bagaje de conocimientos que se están adquiriendo, que 
se han adquirido y que se seguirán incorporando- y que en un futuro próximo, que la propia ley determine, 
esas competencias sean asumidas por el tribunal, pero no en forma tan inmediata. Lo planteo como una 
posible solución administrativa que tiene sus virtudes, porque no se genera un quiebre de la experiencia 
administrativa de quienes están desde hace unos años desarrollando una función. Y aquí, quiero enfatizar un 
aspecto. Tanto quienes hoy están administrando esta competencia como el tribunal que la administre en el 
futuro, se verían sumamente beneficiados -no sólo en su cometido sino los agentes económicos que son los 
destinatarios de esas normas y de las aplicaciones que el órgano administrativo realice- de que no hubiera un 
quiebre brusco entre las normas actuales, las de Fortaleza, las de nuestros vecinos y las que incorporemos en 
nuestro país. Cuanto más fluida sea la vinculación de las normas, mayor facilidad habrá en la aplicación de 
las mismas y, al mismo tiempo, menor ámbito de fluctuación de dictámenes administrativos que puedan 
generar incertidumbres indeseadas en los agentes económicos. 


Estas son algunas consideraciones generales que podríamos profundizar en otra oportunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo una consulta. El artículo 31 refiere a los sectores de mercado 
regulados; la consulta es sobre la relación que tendría el órgano de aplicación de la Ley de Defensa de 
la Competencia con la UREE y la URSEC. El informe del experto del BID, el doctor De León, señaló 
que veía inconveniente la solución legislativa. ¿Ustedes tienen opinión al respecto? Porque está el tema 
de la preeminencia del órgano de aplicación de la Ley de Defensa de la Competencia frente a los 
organismos especializados. 


SEÑORA TRILESINSKY.- En realidad, nosotros estamos discutiendo internamente este tema porque 
hay distintas posiciones al respecto. Vimos que la posición del experto del BID tiene su respaldo pero, 
por otro lado, a nosotros también nos genera dudas. Creo que la arquitectura de esta relación con los 
otros órganos reguladores es bastante complicada y hay que pensarlo bien. No me animaría hoy a 
adelantar una postura definitiva sobre este tema porque no es sencillo. 


Quisiera volver al tema del tribunal. Cuando decía que este capítulo no nos merecía reparos, obviamente, 
estaba pensando en la posibilidad de modificar varios de los aspectos que habíamos visto antes. De lo 
contrario, me temo que ese tribunal sería superpoderoso y manejaría un grado de discrecionalidad muy alto, 
producto de las normas anteriores. 


Por otra parte, vemos la necesidad de que la normativa sobre defensa de la competencia que estamos 
aplicando hoy tenga una difusión mucho mayor no sólo entre los agentes económicos sino entre los jueces, 
los actores empresariales, y no menciono más para no herir susceptibilidades. 


Muchas veces se pretende que esas normas cumplan un rol para el que no han sido diseñadas y otras veces se 
las subutiliza porque no se sabe la función que pueden desempeñar. 


Le comenté al señor Diputado Obispo sobre una consulta que habíamos recibido de un pequeño comerciante 
totalmente desvalido que no sabía de la existencia de la ley, de la Dirección General de Comercio ni de una 
ventanilla donde podía presentar el caso que me estaba planteando en una conversación privada como un 
fatalismo. Según él, eso era así e iba a tener que cerrar su negocio. Eso me preocupó sumamente, porque no 
nos basta ir a las presidencias de las cámaras empresariales y presentarles la ley como un librito precioso y 
después hacer algún cursito al que asistan dos o tres, si la sociedad no la conoce. Lo que nos interesa es que 
lo conozca la prensa, pero también aquellos que puedan beneficiarse con esto, para que todos sepan los que 
les puede dar y lo que no. Esta es una preocupación mía, de carácter general, que me gustaría compartir en 
este ámbito. Sea cual sea la ley o el órgano que apliquemos, ese problema lo seguiremos teniendo, por lo que 
deberemos encararlo. 


Ustedes saben que la persona que recibieron del BID vino con una misión y está negociando una cooperación 
técnica con el Ministerio de Economía y Finanzas, precisamente, para realizar un plan de capacitación y de 
difusión de estas normas, porque son muy nuevas. Nosotros las manejamos porque hace tiempo que estamos 
en esto, las leímos y conocemos el tema; pero en la sociedad, o en aquello que nos interesa, no tienen ningún 
tipo de penetración. Supongo que el objetivo de todos será ese; no vamos a formular leyes para que luego la 
usen dos o tres, que son quienes las conocen, o los que están representados por los estudios importantes, 
mientras que el resto -que es para quienes se supone que estamos trabajando- no sabe de su existencia. Este 
es un problema importante que no se va a solucionar con un cambio de normativa ni de órgano y a mí me 
preocupa. 


Probablemente, en alguna otra instancia, cuando hayamos terminado con esta ley, tendremos que 
intercambiar ideas para determinar qué hacer para que esto se difunda y llegue a los actores que nos interesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es correcto que el país tiene un problema en materia de difusión de leyes, al 
que habría que ir buscándole soluciones, pensando en usar las nuevas tecnologías, enviando la 
información por e-mail. Estoy hablando de conseguir bases de datos para enviar e-mails a quienes 
puedan aplicar la información, ya sean comerciantes, empresarios o medios de comunicación. 


Entonces, hay distintas alternativas que tendrá que ir pensando y diseñando el Poder Ejecutivo para dar 
mayor difusión a las leyes, porque el problema planteado no solo pasa con esta norma, sino también con otras 
que no se conocen. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Quisiera hacer una pregunta que excede un poco el tratamiento 
específico del proyecto, pero que tiene mucho que ver con él, y se relaciona con algunas expresiones de 
la señora Directora, que yo comparto. Mi pregunta es si, realmente, podremos tener competencia en el 
Uruguay. 


Los principales bienes están en manos de oligopolios; eso es así. La señora Directora decía que una solución 
era la apertura de la economía. Yo no estoy muy seguro de que esa sea la solución, precisamente, por la 
realidad del barrio. En todo caso, lo que trasladamos muchas veces es el oligopolio fuera de fronteras, pero 
no solucionamos el problema de la competencia. 


Por nuestras dimensiones y características, acá tenemos un serio problema y es que, muchas veces, el marco 
teórico es impotente para cambiar la realidad. En ese sentido, me gustaría si se pudiera ampliar el enfoque 
sobre este tema específico. Naturalmente, creemos que este tipo de cosas pueden ayudar, pero también que en 
determinados rubros va a ser muy difícil aplicar la ley a rajatabla. 


Comparto el enfoque que se ha hecho en el sentido de empezar por ser prudente y no dejar demasiado marco 
a la discrecionalidad porque, entonces, esto puede ser cualquier cosa, y se podría terminar desestimulando la 
poca inversión que eventualmente generaríamos en algunos campos de actividad económica. 


De manera que me gustaría saber un poco más sobre cómo ven ustedes el tema de la competencia. Yo soy 
bastante escéptico cuando se habla tan entusiastamente de fomentar la competencia; me parece que, en 
algunos casos, eso no se puede construir con facilidad. 


SEÑORA TRILESINSKY.- Comparto plenamente que esto resulta muy difícil, de acuerdo con las 
dimensiones de nuestra economía y a todas las consideraciones de índole estrictamente económico que 
hice al principio de mi exposición. Además, creo que los uruguayos nos hemos encargado, con mucho 
éxito, de eliminar la competencia en aquellos sectores en los que era posible que la hubiera. En 
realidad, hemos sido muy monopólicos, inclusive, en aquellos sectores en los que no se daban las 
condiciones de enormes costos fijos. Hoy mismo hay un recurso entablado ante la Suprema Corte de 
Justicia por empresas que están prestando un servicio de llamadas internacionales. Entonces, creo que 
los uruguayos no tenemos mucho derecho a sacar patente de grandes defensores de la competencia; 
pero es buena hora de que eso se nos ocurra. 


Ahora bien: no tengo la menor duda de que tenemos restricciones importantes. Lo que está diciendo el señor 
Diputado es la realidad. Muchas veces vamos a abrir la economía y del otro lado del Río Uruguay nos 
encontramos con la misma empresa que tenemos acá. Eso está pasando y no lo vamos a poder evitar nosotros 
con ninguna ley del mundo. 


Dada las restricciones que tenemos o, en términos futbolísticos, teniendo en cuenta que la cancha para jugar 
ya está marcada -no la podemos marcar nosotros-, ¿cómo hacemos para defender a aquellos sectores 
económicos donde sí puede haber competencia? Si pudiéramos lograr una legislación que lo habilite, estaría 
bien. En ese marco, podemos discutir cuáles son las falencias de lo que tenemos ahora; una de ellas - debemos 
reconocerlo- es la dispersión de las normas. Pero no es tan horrible lo que tenemos, por más que haya temas 
que no se pueden solucionar. Yo soy de la idea de que ninguna legislación podrá solucionar ciertos temas que 
le echamos la culpa a esta de no poder solucionar. ¿Podemos mejorar lo que tenemos para que haya 
competencia en esos sectores en los que puede haberla? Creo que ese es el desafío, con garantías para todos. 


SEÑORA HOLZ.- Para complementar la idea que tan bien expresaba la economista Trilesinsky, y ante 
la inquietud del señor Diputado Ronald Pais, digo que la competencia, de por sí, es un instrumento más 
en aras del bienestar; por cierto que no va a ser el único. A su vez, la competencia no se logra 
simplemente con una normativa, cualquiera sea ella. Las normas son un instrumento más. 


Sin duda, por distintas razones que ya han sido expuestas hasta el cansancio en esta Comisión -también 
fueron mencionadas por la economista Trilesinsky-, Uruguay plantea enormes dificultades en materia de 
competencia. En ese sentido, existen varios instrumentos y nosotros creemos que también hay posibles 
herramientas que podemos y debemos utilizar para mejorar las condiciones de funcionamiento del mercado, 
aun partiendo de sus restricciones. Las normativas y la existencia de organizaciones administrativas para la 


aplicación de esas normas son parte de esto. Por cierto que estamos a disposición de esta Comisión para 
colaborar en lo que creemos es una tarea muy relevante para el mejor funcionamiento de la economía 
nacional y para el crecimiento económico que es lo que, en definitiva, genera el mayor bienestar para la 
población. 


Esta no va a ser la panacea, pero sí una herramienta útil, en la medida en que esté encaminada y orientada no 
solo conforme a las normas generales, sino también respetando y acotando las especiales características de 
Uruguay en nuestro contexto. 


SEÑOR OBISPO.- Me parecen muy interesantes las observaciones que se han realizado; 
lamentablemente, llegan en esta etapa, luego de mucho tiempo de trabajo. 


Asimismo, me alegra que se comparta la necesidad de que exista una norma. La verdad es que en este tema el 
país empezó tarde y tímidamente; comenzamos con dos artículos en una ley de urgencia, con algún otro en el 
Presupuesto y con un Decreto. 


Tenemos la intención de elaborar una norma basada en la experiencia, que abarque todas las posibilidades y 
que sea compatible con el MERCOSUR. 


Sinceramente, me parece que es necesario contar con una norma para este tema. El inversor que venga a 
nuestro país -bienvenido sea- debe tener reglas y normas claras, que busquen el equilibrio; no se va a asustar 
por eso. En definitiva, esto es lo que tratamos con este proyecto. 


Me alegra que luego de un trabajo de mucho tiempo de la Comisión todos los sectores coincidamos en la 
necesidad de tener una norma. El trabajo se hizo con mucha amplitud, buscando todos los aportes posibles. 


Creo que es muy importante lo que decían nuestras invitadas en el sentido de que las normas y las leyes 
deben tener una estructura administrativa que permita que las normas se cumplan. 


También es fundamental que la opinión pública conozca la norma. 


Con esta iniciativa tratamos de buscar los equilibrios. Como ya dije, el país había ingresado tímidamente en 
este terreno, y a través de este proyecto tratamos de consolidar la legislación. 


Todas las observaciones que se han realizado son de recibo y las analizaremos como corresponde. 


SEÑOR ALONSO.- Creo que fue muy adecuado el comentario del señor Diputado Ronald Pais con 
relación a las expectativas que se puede tener sobre un proyecto de ley, ya sea este vinculado al 
funcionamiento de los mercados o cualquier otro. 


Me parece que el trabajo que ha hecho la Comisión en estos últimos años -en los que estuve dedicado a otros 
menesteres- ha sido muy bueno; por lo tanto, felicito a sus integrantes. Estuve revisando el proyecto y me di 
cuenta que es un trabajo parlamentario de buena calidad. Además, se ha recurrido a especialistas versados 
particularmente en este tema, práctica que no siempre se utiliza en el Parlamento. De esta forma, la Comisión 
y la Cámara podrán contar con un proyecto de ley de buena calidad desde el punto de vista de su contenido. 


También es verdad que podemos mirar hacia adentro, proyectarnos en el horizonte y tratar de identificar si 
esta iniciativa nos va a resolver o no los problemas. Probablemente, no resuelva todos los problemas, pero 
creo que es necesario hacer algo. Me parece que ese ha sido el espíritu de la Comisión. El ordenamiento 
jurídico de la normativa es esencial para que las reglas estén claras. 


Tal vez deberemos hacer algunos ajustes al texto que ya fue aprobado en Comisión, en virtud de las 
sugerencias y perspectivas presentadas en la tarde de hoy y de los planteos realizados por el especialista que 
nos visitó la semana pasada. 


De todas manera, desde el punto de vista personal voy a llegar a una conclusión. Creo que el sentir de la 
Comisión es que es mejor tener el marco jurídico que no tenerlo. Quizá no solucione todos los problemas, 
porque hay algunos que no se pueden solucionar con ninguna norma y, que tienen que ver, por ejemplo, con 


las estrategias geopolíticas del país; tal vez esto de lugar a una discusión posterior. Actuar sobre la realidad en 
el mundo en el que vivimos nos va a permitir, a quienes tenemos los mismos objetivos, seamos o no 
economistas, llegar a un mejor estado de bienestar para los ciudadanos que viven en el país. 


SEÑOR POSADA.- Creo que sería oportuno establecer algún curso de acción. 


La Comisión está trabajando en este tema desde hace bastante tiempo. Es tardía la presencia del Ministerio en 
este ámbito, lo que no es imputable a la actual Directora General de Comercio. Está claro que desde hace 
mucho tiempo necesitamos los aportes del Ministerio de Economía y Finanzas. Por lo tanto, creo que 
tenemos que tener en cuenta este aspecto. 


Por otra parte, en la etapa en que estamos es importante tratar de objetivar cuáles son, en términos concretos, 
las propuestas que el Ministerio entiende deberían incorporarse o las sustituciones que habría que hacer a este 
proyecto. 


Entonces, me parece que tendríamos que habilitar un plazo -de hecho extendimos el plazo de funcionamiento 
de esta Comisión por treinta días- a fin de que estos planteos se concreten y permitan culminar el trabajo que 
venía desarrollando. 


Para informar a nuestras invitadas, digo que el Presidente de la Comisión ya había sido designado miembro 
informante y estaba preparando su informe. 


Son atendibles los planteos que se han hecho y vamos a analizarlos, pero nos parece que es necesario 
establecer un curso de acción. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- El señor Diputado Posada, con su característico sentido lógico y práctico, 
está poniendo un buen rumbo a la situación; esto ayuda a quienes recién llegamos a esta Comisión 
para que podamos colaborar con el trabajo que en forma muy seria y responsable han hecho los 
compañeros. 


Pienso que nos podría ayudar el hecho de contar con algún informe escrito en el que consten algunas 
sugerencias con relación a los aspectos que nuestras invitadas han señalado. Su exposición ha sido muy clara, 
nos ha enriquecido y nos ha hecho ver cosas muy interesantes, pero me parece que un informe nos podría 
ayudar. 


A su vez, la Comisión podría hacer un último esfuerzo. Debemos ser conscientes: si alguna cosa gruesa se 
nos escapa, se va a modificar en la Cámara de enfrente. Por lo tanto, si solucionamos todos los problemas, 
ahorraremos tiempo y quizá mejoremos la legislación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos trabajando en este proyecto de ley desde el año 2001. En el mes de 
setiembre de 2002 habíamos enviado el proyecto tal cual estaba al Ministerio de Economía y Finanzas 
para recoger información. Es comprensible que el Ministerio de Economía y Finanzas haya tenido un 
volumen de trabajo imponente el año pasado, lo cual justifica la tardanza. 


De todas maneras tienen que comprender que nosotros estamos en la etapa final de la redacción. Entonces, 
sugeriría como mecánica de trabajo lo siguiente. Creo que deberíamos reunirnos en quince días, si es que ese 
plazo es suficiente para las señoras invitadas, para que traigan propuestas concretas y un articulado 
alternativo. Me refiero, por ejemplo, a lo que hablamos en cuanto a "abuso de posición dominante" en lugar 
de "poder de mercado", siendo bien concretas en los artículos que preferirían que no se incluyeran, como en 
lo referente al control previo de concentraciones. De esta manera, vendrían con una propuesta concreta y con 
un articulado alternativo para que nosotros podamos concluir nuestra tarea en el lapso que nos fijó la Cámara 
de un mes. 


SEÑORA HOLZ.- En primer lugar, corresponde que aclaremos que compartimos y apreciamos 
enormemente el esfuerzo que ha hecho esta Comisión; ello se valora como muy positivo. En realidad, si 
bien hemos hecho énfasis en algunos aspectos dudosos, también deseo señalar -para no abusar del 


tiempo de esta Comisión- todos los aspectos compartibles. Debe quedar bien en claro que son muchos 
más los aspectos compartibles. 


La Comisión ha trabajado en este proyecto -como bien nos han señalado- por mucho tiempo y somos 
sumamente respetuosos -como corresponde- del trabajo que con tanta seriedad se ha realizado. Además, 
conocemos perfectamente la calidad profesional de quienes los han asistido, la cual nos merece el mayor de 
los respetos. Así que demás está decir que nuestro único intento es contribuir en algunos aspectos con el 
trabajo de esta Comisión que, reitero, compartimos. Este era un aspecto que quería señalar. 


Con respecto a la metodología de trabajo, expreso que con mucho gusto haremos un articulado alternativo 
con algunos aspectos concretos, tal como sugirió el señor Presidente. Quizás sea un poco exiguo el plazo de 
quince días para tener un articulado alternativo completo porque es un trabajo minucioso el que está en 
juego; quizás tres semanas sea un plazo alternativo satisfactorio. En definitiva, el plazo lo fijará la Comisión 
y a ello nos atendremos con el respeto que merece el tiempo que le han dedicado a este trabajo. También 
estamos a disposición para, además de traer el articulado, explicarlo y en todo caso contribuir en lo que 
podamos ayudar al análisis parlamentario de ese articulado alternativo, si la Comisión lo entendiera 
pertinente y por supuesto sin ninguna intención de prolongar estérilmente este debate sino, por el contrario, 
tratando de enriquecer ese trabajo con los aportes que podamos hacer. 


SEÑOR ALONSO.- Pienso que para adelantar los plazos y para no insumir más semanas de trabajo, la 
Comisión le pide a la delegación del Poder Ejecutivo, más que un articulado alternativo el fundamento 
por escrito, en blanco y negro y redactado en forma sintética, de las observaciones que se plantearon en 
el día de hoy. Quizás esto facilitaría el trabajo. Hay tres zonas bien marcadas con respecto a donde 
están las dificultades. Quizás se debería establecer un informe por escrito en el que se expusiera lo que 
se entiende para los Capítulos L HI y MIL. De esta forma la Comisión no se verá ante la disyuntiva de 
tener articulado consensuado, articulado alternativo, volviendo otra vez a toda una discusión. Se me 
ocurre que por esa vía podemos levantar la restricción del tiempo y tener, por escrito, la posición 
concreta del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA HOLZ.- Estamos a disposición de la Comisión y a lo que ella resuelva en cuanto al material 
que quieran tener de nuestra parte. Con el señor Diputado Obispo ya hemos tenido ocasión de trabajar 
en forma conjunta, precisamente, en esa metodología de decir, tenemos tales y tales aspectos y en lo 
que la Comisión entendió pertinente cuando llegaba el caso de cómo adecuar la redacción de una 
norma que ya había sido estudiada y que merecía algún ajuste, compartíamos un poco ese momento 
del debate para que quedara conforme, en la medida que la Comisión entendiera de recibo el 
comentario. Se trabajó en forma fluida con la Comisión 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las señoras invitadas en el día de hoy. Muchas 
gracias por los aportes que nos han hecho al proyecto de ley. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


